Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 05 minutos) 


En mi calidad de Presidente adhoc, doy la bienvenida al señor Ministro de Economía y 
Finanzas, contador Danilo Astori, al señor Subsecretario, economista Mario Bergara, y al contador 
David Eibe, quienes han sido convocados para analizar distintos aspectos del proyecto relativo a la 
reforma tributaria. Esta invitación había sido planteada, en particular, por el señor Senador Larrañaga, 
en oportunidad en que concurrió el equipo económico presidido por el economista Mario Bergara. 


SEÑOR MINISTRO..- Es un gusto concurrir a la Comisión de Hacienda del Senado. 


Deseo señalar que he hecho una lectura muy cuidadosa de la versión taquigráfica de la sesión 
en la que comparecieron el economista Mario Bergara, el contador David Eibe y el doctor Fernando 
Lorenzo. Creo que fue una sesión, además de prolongada, muy profunda en la que se plantearon 
inquietudes generales y conceptuales importantes, además de aspectos muy específicos relacionados 
con administración tributaria y con la aplicación práctica de la reforma. 


En consecuencia, pienso que se hizo una muy buena recorrida por todos los aspectos 
vinculados a esta reforma y que la sesión fue muy positiva. 


Ahora, estamos a la orden para comentar o aclarar aspectos que entiendan que no se han 
planteado y también volver sobre algunos otros. En fin, estamos abiertos a recibir las consideraciones 
que correspondan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte quisiera plantear al señor Ministro una inquietud que es 
compartida por muchos ciudadanos; me refiero al tema de la vigencia de la reforma. Como el señor 
Ministro sabe, la Bancada de Gobierno tiene definido procesar en las próximas semanas la aprobación 
final del proyecto en el Senado; entonces, nos gustaría saber a qué conclusiones se ha llegado al 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar quiero reconocer que ese es un punto de importante dilucidación. 
La reforma ha tenido una prolongada trayectoria durante el transcurso de este año en el Parlamento, lo 
cual es bueno porque ha permitido analizar en profundidad todos los aspectos que están involucrados 
en ella, así como corregir y mejorar algunas disposiciones. De manera que no ha sido una trayectoria 
infructuosa ni mucho menos, sino que ha sido muy positiva. 


Nosotros todavía no nos hemos planteado ninguna fecha alternativa del comienzo de la 
vigencia; pero vamos a considerar el punto y, sabiendo que el tratamiento del proyecto está entrando 
en su fase de definición aquí, en la Cámara de Senadores, obviamente haremos una propuesta al 
respecto. 


Por lo tanto, si los señores Senadores me permiten, no quisiera señalar ninguna fecha 
alternativa en la sesión de hoy, pero a la brevedad lo vamos a hacer. 


SEÑOR ABREU.- Por mi parte quiero, ante todo, dar la bienvenida al señor Ministro, al señor 
Subsecretario y al contador David Eibe, así como reconocer el esfuerzo que se hace para concurrir, 
porque sabemos las agendas que se tienen y los tiempos de que se dispone. De manera que creo que 
es importante valorar el aporte y la presencia del equipo económico en la Comisión. 


En segundo lugar, quisiera reiterar la preocupación que el señor Presidente planteaba 
respecto a la fecha alternativa de entrada en vigencia de la ley. Esa es una inquietud que recibimos 
todos los días por parte del eventual contribuyente, que va a verse enfrentado a una nueva realidad 
tributaria y, naturalmente, quiere saber cuándo comienza a regir, porque parecería que el 1% de enero 
no va a entrar en vigencia. Incluso, se ha manejado la posibilidad de extender el plazo a seis meses o 
un año, y hay mucha gente que se plantea esta interrogante. Quiero transmitir esta inquietud al señor 
Ministro ya que somos conductores de muchas de las preguntas que se plantean a nivel del 


contribuyente y del ciudadano, y si bien no necesitamos ser, precisamente, los conductores, pero sí, 
por lo menos, transmitirles algunas de las preocupaciones que existen en la población. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Con respeto a la primera pregunta que planteó el señor Senador Abreu, 
quisiera ahondar un poco más en el tema de la vigencia. ¿Qué deficiencias, desde el punto de vista 
técnico, evalúa el Ministerio que pueda ocurrir cuando rija un nuevo esquema tributario a mitad de año? 
También nos preocupa lo que tiene que ver con los impuestos de liquidación anual, fundamentalmente, 
el Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio (IRIC) y el Impuesto a las Rentas Agropecuarias 
(IRA), y los que se crearán en 2007, como el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
(IRAE) y el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas (IRPF). O sea, quisiéramos saber bajo qué 
modalidades las empresas deberán liquidarlos. ¿Se hará por el nuevo o por el viejo sistema, o a 
prorrata, en función de la fecha de vigencia? Son interrogantes que tenemos en lo que significa el inicio 
efectivo de la fecha de vigencia de la reforma. 


SEÑOR ABREU.- No sé cuál será la metodología de trabajo de la Comisión. Quizás, podamos 
trasladarle al señor Ministro la pregunta que ha hecho el señor Senador Larrañaga y luego seguir con 
mis inquietudes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por la experiencia que hubo en la anterior visita del equipo económico, 
creemos conveniente que se realicen todas las preguntas que inicialmente se deseen hacer, y luego 
nuestros invitados las contestarán. Posteriormente podremos hacer una segunda ronda de preguntas. 
En la anterior comparecencia del equipo económico, la mecánica de hacer una pregunta y contestarla 
en realidad enlenteció el trámite de la Comisión y terminamos a altas horas de la tarde. 


SEÑOR ABREU.- La pregunta que quiero realizar, acompañando la inquietud del señor Senador 
Larrañaga, tiene que ver con las cifras que estamos manejando respecto del resultado de la aplicación 
de la reforma tributaria. Al principio, cuando se inició la presentación del proyecto, se hablaba de 
setenta y tres millones menos de recaudación. 


Después de las modificaciones que realizó la Bancada de Gobierno en la Cámara de 
Representantes y que, lógicamente, se pone a consideración de ese Cuerpo, se hablaba de U$S 
28:000.000 adicionales. Algunos sostienen que esto no es de una neutralidad tan clara como la que se 
plantea dentro del equipo económico. Incluso, el señor Ministro ha leído la versión taquigráfica y allí se 
han referido a cifras muy importantes respecto a la posibilidad de recaudar muchos millones de dólares 
más de los que eventualmente se está planteando. 


Quisiera, aprovechando la presencia del señor Ministro, vincular esto a otras reformas que se 
están proponiendo en el ámbito del equipo económico porque, más allá del concepto de neutralidad 
que se está manejando, nuestra preocupación es que se está planteando también la posibilidad de una 
reforma en la salud, y esa reforma significa, desde el punto de vista de la economía nacional, un 
impacto importante sobre el ciudadano y el contribuyente. Más allá de la interpretación que tenga el 
Poder Ejecutivo, ¿cómo repercute sobre el ciudadano y el contribuyente si se pusiera en 
funcionamiento la reforma de la salud, con respecto a las contribuciones que deba hacer en función del 
eventual proyecto de carácter general? 


Por otra parte, tengo diversas preguntas vinculadas al sector productivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa no tiene inconveniente en que se responda este primer bloque de 
preguntas, pero insisto en que el procedimiento utilizado anteriormente de contestar cada una de las 
preguntas por separado enlenteció mucho la reunión. 


SEÑOR MINISTRO..- Voy a contestar estas primeras preguntas que me han formulado. 


Seguramente, al comenzar no va a haber deficiencias en la Administración porque, en primer 
lugar, vamos a definir la fecha de modo que no las haya y, en segundo término, la administración 
tributaria se ha venido preparando desde hace meses para el comienzo de esta reforma. 


Con respecto al plazo de liquidación de los tributos, permítanme decirles que todos son 
problemas técnicamente solucionables y no va a haber un prorrateo en ningún caso, porque al 
comienzo de la vigencia del sistema los tributos se van a liquidar, precisamente, en función de la fecha 


de extensión y liquidación de ellos. Entonces, no se trata de que la fecha de comienzo sea a mitad de 
camino en este proceso, sino que simplemente los tributos anuales se van a liquidar respecto al 
ejercicio en el que comenzaron a referirse. De todas maneras, créanme que esto no presenta 
dificultades ya que, repito, son todos problemas técnicamente solucionables. Además, definiremos las 
cosas de modo que no haya deficiencias al comenzar. 


Respecto a las cifras de recaudación, los señores Senadores tienen en su poder las del 
Gobierno, pero seguramente también tienen algo que es casi más importante que las cifras, que es el 
criterio de cálculo que hemos tomado en cuenta para llegar a ellas. Sé que hay otras cifras, pero lo que 
no conozco es su criterio de cálculo; si los tuviera podríamos contrastarlos, discutirlos y ver si hay un 
error de nuestra parte. En todo caso, como bien decía el señor Subsecretario Bergara en la última 
sesión a la que compareció, si tuviéramos errores por defecto en las estimaciones, no tengan dudas de 
que el excedente va a ser aplicado a la reducción de impuestos en el futuro. 


Ese es el compromiso que tiene este equipo económico. De todas maneras, las únicas cifras 
fundamentadas que conozco por ahora son las que ha elaborado el Ministerio de Economía y 
Finanzas; podrán estar equivocadas, pero están fundamentadas. Las otras que conozco no lo están, 
no sé cómo se calcularon, y así es muy difícil comparar y sacar conclusiones. 


En cuanto a la reforma de la salud, quiero decirles que técnicos del Ministerio de Economía y 
Finanzas están participando de su análisis, pero ésta aún no está diseñada. Lo que sí puedo adelantar 
es que habrá absoluta coherencia o consistencia entre la reforma tributaria y la reforma de la salud en 
cuanto al área financiera de esta última, que seguramente es lo que importa en la pregunta que formula 
el señor Senador Abreu. Además -y esto lo quiero subrayar de manera particular- no significará un 
aumento de la presión tributaria sobre la población entendida promedialmente. Lo que sí ocurre es que, 
tal como ha sucedido con la reforma tributaria, la parte financiera de la reforma de la salud también 
será definida de manera progresiva. De esta forma, se intentará adoptar un criterio de equidad en el 
diseño de la financiación de un seguro de salud, es decir, teniendo en cuenta la capacidad contributiva 
de la población. 


Estas son todas las preguntas que se me habían formulado. 


SEÑOR ABREU.- Obviamente, vamos a realizar algunas preguntas sin intención de hacer reflexiones 
y, menos aún, generar una polémica de carácter político; pero se nos han planteado dudas adicionales 
en función de la presencia de algunas gremiales, en particular de las rurales, que han hecho una 
exposición muy clara y precisa sobre sus preocupaciones con respecto a la reforma tributaria. 


Entre los objetivos que se han planteado en esta reforma, se encuentran la equidad, la 
eficiencia y, obviamente, buscar un determinado estímulo al desarrollo de la actividad productiva. El 
señor Ministro recordará -supongo que habrá leído la versión taquigráfica- la pregunta que formulamos 
en el sentido de si existen o no políticas sectoriales. Se nos respondió que iba a ser una política 
transversal a nivel de todos los sectores productivos; además, existen determinadas visiones desde el 
punto de vista fiscal que, en cierto sentido, se alejan de aspiraciones y planteos muy claros respecto de 
políticas activas y sectoriales, en función de las distintas asimetrías existentes dentro de la estructura 
productiva del país. 


Según las gremiales, en el sector agropecuario se aumentará significativamente la carga 
fiscal, que de un 10,3% sobre el Producto Bruto pasará a un 12,66%. También se ha establecido en 
esta reforma -y es la gran pregunta que vamos a hacer- que este sector pagará una tasa del IRAE del 
25%, que puede aumentar al 32% para quienes no tengan capacidad para reinvertir o para retirar los 
gastos personales. Además, se restablecen los aportes patronales; se les mantiene el Impuesto al 
Patrimonio -tema discutido con anterioridad pero que ahora parecería que revive diferido en el tiempo-; 
se incrementa el IMESI a los vehículos con motor diesel, que también podrá aplicarse al vino y a la 
sidra, y se retiran exoneraciones del IVA a la granja. 


Además, se hace referencia a que no se ha tenido en cuenta que los impuestos que gravan 
los insumos, los servicios, la contratación de mano de obra, la adquisición de bienes de capital y la 
tierra, elevan los costos de producción, desalientan el uso de insumos y factores, reducen el empleo, la 
capitalización y la regulación de los factores nacionales no transables -es decir, mano de obra y tierra- 
y provoca una pérdida de competitividad frente a los productores de otras latitudes. 


Esto es lo que hemos recibido como planteo firme y declarado de las agrupaciones rurales. 
Mi pregunta es, señor Ministro, si no hubiera sido preferible estar sujetos a mayores tasas del IRAE 
que pagar un Impuesto al Patrimonio, al IMESI, aranceles o aportes patronales, e ir buscando dar al 
sector agropecuario una visión diferencial en función de su participación activa en lo que es el sector 
externo del país y lo que significa su crecimiento en los últimos tiempos, que es parte del motor que le 
ha dado base a la actividad económica del país. 


Esto va en función de las distintas visiones que se tienen en el juego asimétrico de las tasas 
de aportes patronales donde, obviamente, se vuelve a restablecer esto al sector agropecuario. Los 
reclamos y las preocupaciones de este sector, que nosotros compartimos, están basadas en una visión 
de país productivo, que quizás no esté en sintonía con la que el equipo económico está planteando. 
Entonces, reitero mi pregunta en cuanto a si no hubiera sido mejor sujetar esto a mayores tasas del 
IRAE, en lugar de establecer todo un esquema en el que, entre otras cosas, se deja una excesiva 
discrecionalidad al Poder Ejecutivo -cuestionable desde el punto de vista del principio de legalidad, que 
siempre hemos sostenido en esta Cámara- no sólo en materia tributaria sino también en un cambio de 
estructuras que van incidiendo, en forma muy importante, sobre un sector que hoy, desde el punto de 
vista productivo, está tratando de liderar una inserción dinámica en el sector externo de la economía. 


SEÑOR MINISTRO..- Sobre este último tema de la discrecionalidad y el principio de legalidad, quiero 
decir que me remito a las respuestas -que comparto totalmente- que dieron en esta misma Comisión, 
en la última comparecencia, el señor Subsecretario Bergara y el asesor tributario contador Eibe. 
Entonces, no voy a reiterarlas porque han tenido una respuesta detallada en ese sentido. 


Vamos ahora a referirnos al tema agropecuario, no sin antes recordar que uno de los 
objetivos de esta reforma tributaria es la equidad, entendida en un doble sentido, o sea, desde un 
punto de vista social, como tantas veces lo hemos dicho, pero también desde el punto de vista de las 
condiciones en que operan actividades similares, en este caso actividades productivas. No 
compartimos el criterio de que actividades similares tengan situaciones tributarias distintas, y por eso 
estamos dando un paso -todavía quedarán cosas por hacer en el futuro- hacia la equidad horizontal, 
como podríamos llamarla. Esto no significa que cuando la sociedad decida, por alguna razón, apoyar 
determinadas actividades con relación a otras, lo haga con una batería de instrumentos que, 
precisamente, integran lo que llamamos en la práctica, políticas sectoriales o políticas activas, referidas 
a determinadas actividades, siempre con transparencia, siempre con conocimiento de toda la sociedad, 
siempre con conciencia del esfuerzo que la sociedad está realizando al servicio de ese apoyo. 


Esto no suele ocurrir con los sistemas tributarios porque éstos muchas veces, incluyendo las 
rentas afectadas, nos impiden saber cuál es el esfuerzo que la sociedad está haciendo para apoyar 
determinada actividad. Es lo que pasa hoy, por ejemplo, con el sector agropecuario, e incluso no sólo 
con él. Teniendo en cuenta la presión tributaria que sufren o que soportan los diferentes sectores de la 
actividad económica, ¿cuál diríamos nosotros que es el esfuerzo que la sociedad realiza para apoyar al 
agro? Creo que es una respuesta, para la generalidad de nuestra sociedad, absolutamente imposible 
de dar; no se sabe, no se conoce. Entonces, preferimos ir progresando hacia situaciones tributarias 
equivalentes o similares para que conozcamos las ayudas que la sociedad resuelva poner en práctica 
con referencia a determinadas actividades; para que sepamos qué instrumentos usamos, qué 
herramientas ponemos en práctica, qué volumen de recursos están en juego. 


Ahora voy a abordar, concretamente, la pregunta sobre el sector agropecuario. Primero 
vamos a definir qué entendemos por presión tributaria, de modo que todos sepamos de qué estamos 
hablando. La presión tributaria no es el volumen absoluto de los impuestos que paga un sector; es el 
cociente entre el volumen de impuestos que paga y su producción, medida a través de un indicador 
muy eficiente, como es el Producto Bruto Interno del sector. Por Producto Bruto Interno del sector 
entendemos la contribución que cada sector hace al Producto Bruto Interno global. 


Teniendo en cuenta estas definiciones, comienzo por el final diciendo que de una situación 
sin reforma, en que hemos estimado esta presión tributaria así definida como 7,6%, pasaríamos, con la 
reforma en aplicación, a una presión tributaria de 9%. Sin hacer hipótesis de crecimiento del Producto 

-lo que, en definitiva, no está bien, porque el Producto también va a evolucionar- de acuerdo con 
nuestros cálculos estaríamos incrementando la presión tributaria sobre el sector agropecuario en un 
1,4% con referencia a su Producto Bruto Interno. Me animaría a decir que esto es un techo máximo, 
porque estoy seguro de que el Producto Bruto Interno agropecuario va a crecer respecto ... 


SEÑOR ABREU.- ¿Cuántos millones de dólares se necesitarían, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- En seguida lo señalamos. Estamos pasando, en un volumen absoluto, de U$S 
120:100.000 a U$S 142:300.000, reitero, de acuerdo con nuestros cálculos. Pero el Producto también 
evoluciona y, por lo tanto, el resultado del cociente evoluciona. Esto hay que analizarlo no sólo 
integralmente, sino con una perspectiva dinámica: de dónde venimos y hacia dónde vamos. Las 
fotografías de la realidad, en materia de economía, siempre conducen a resultados erróneos. Tenemos 
que hacer un enfoque integral y dinámico de todas las variables que están en juego. 


La evolución de la presión tributaria sobre el agro ha venido descendiendo sustancialmente 
durante los últimos períodos de gobierno. Paso a leer algunos promedios: en 1986-1989 -primer 
Período de la recuperación democrática- fue del 14,1%, siempre sobre el Producto; en 1990-1994 pasó 
al 13,2% o sea que hubo una reducción de menos del 1%, es decir, del 0,9%; en 1995-1999 -segundo 
Gobierno del doctor Sanguinetti- pasó al 10,3%, es decir que se produjo una rebaja importantísima, 
porque disminuyó la presión tributaria en casi 3 puntos sobre el Producto; luego, en 2000-2004 - 
durante el período del doctor Jorga Batlle- hubo una nueva disminución importante de la presión 
tributaria sobre el agro, la que cayó al 7%, siempre sobre el Producto. Como acabo de señalar, en este 
momento se encuentra en 7,6% y la estamos llevando al 9%, suponiendo que el Producto no crezca, 
hipótesis que no estamos haciendo acá pero que es perfectamente factible realizar, porque la 
tendencia del Producto Bruto Interno agropecuario es de un gran crecimiento sostenido. 


Quiero recordar que este Producto fue el único que creció un 6% en el año 2002. En plena 
crisis, tuvo un dinamismo espectacular y no ha parado de crecer. No es buena la hipótesis de que 
ahora se va a detener el crecimiento; personalmente, creo que va a continuar. En todo caso, tomen 
esta estimación del 9%, con la reforma, como un techo máximo, más allá del cual no se podrá ir. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quiero aclarar por qué ese 9% es un techo y no una estimación puntual. 
La mitad del aumento previsto de ese 14,07%, equivalente a algo más de U$S 10:000.000, se explica 
solamente por el tema del Impuesto al Patrimonio en los establecimientos agropecuarios. 


Recordemos que en la reforma se plantea que el Impuesto al Patrimonio en el agro siga 
exonerado en la medida en que la propiedad sea nominativa, es decir, siempre y cuando se pueda 
conocer al titular del establecimiento o de los activos. Aquí estamos asumiendo este cambio y, 
obviamente, se empieza a cobrar el Impuesto al Patrimonio, o sea que se levanta la exoneración sólo a 
aquellos casos en que hay sociedades anónimas sin acciones nominativas. Eso se debe a que, en la 
medida en que hay una compraventa de inmuebles agropecuarios, si uno conoce a las personas 
titulares en esa compraventa, puede aplicar el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas en lo que 
corresponde a las rentas por ganancia de capital; sin embargo, si uno no conoce quiénes son los 
titulares, eso no lo puede hacer. Por lo tanto, hay un valor de la innominatividad en los activos 
agropecuarios. 


Entonces, lo que aquí estamos planteando es que hay un valor en tener sociedades 
anónimas sin acciones nominativas, en términos de que uno no podría cargar, en la eventualidad de 
que haya ganancias de capital en la compraventa, el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Ese 
valor se paga “tributariamente” -dicho entre comillas- con el Impuesto al Patrimonio. De alguna manera, 
si los titulares mantienen una sociedad anónima, pagan Impuesto al Patrimonio. 


En realidad, alguien puede decir: “A mí no me interesa la innominatividad, sino que estoy 
dispuesto a que, si vendo o compro algo, se me aplique el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas, como a cualquier otro uruguayo; entonces, puedo cambiar la forma jurídica y dejar de ser 
sociedad anónima sin acciones nominativas”. En ese caso, uno puede prever que una parte de esto 
suceda y, por lo tanto, la cifra correspondiente al aumento de presión tributaria puede llegar a ser 
bastante menor a la estimada, que es de U$S 10:000.000. Es decir, en la medida en que el propio 
sector agropecuario tiene, en este sentido, “estrategias defensivas” -dicho esto entre comillas- se 
puede pensar que esos U$S 10:000.000 de Impuesto al Patrimonio que han sido estimados, en 
realidad constituirían una sobreestimación de lo que efectivamente se recaudaría, teniendo en cuenta 
el hecho de que una buena parte de los establecimientos agropecuarios que hoy son sociedades 
anónimas, por una razón de conveniencia tributaria decidirán pasar a otras figuras jurídicas. 


Me parece que esta aclaración es importante porque la cifra de U$S 10:000.000 explica 
la mitad del aumento. 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo con lo que explicaba el contador Bergara, solamente -y 
exclusivamente- las sociedades con acciones al portador pagan Impuesto al Patrimonio. 


Por otro lado, obviamente, puede haber sociedades anónimas con acciones nominativas que, 
por este último aspecto, no dejan de ser tales. 


SEÑOR EIBE.- Con relación a la industria, debemos decir que las numerosas exoneraciones de bienes 
afectados al ciclo industrial, en materia de Impuesto al Patrimonio, que hoy ya existen, continuarán 
vigentes. Sí se establece un régimen a través del cual se penaliza la tenencia de acciones al portador, 
no sólo en la industria sino en cualquier actividad; esto se vincula a un mecanismo de abatimiento entre 
el Impuesto al Patrimonio y el IRAE. Precisamente, la tasa general del Impuesto al Patrimonio en el 
caso de actividades industriales, comerciales y de servicios -excepto las financieras- es del 1,5% sobre 
el patrimonio neto; pero si esas empresas tributan Impuesto a la Renta -lo cual es normal en una 
empresa que desarrolla una actividad en forma continua- dicha tasa puede abatirse en la mitad, es 
decir, hasta un 0,75%. 


Esta disposición de abatimiento no rige para las sociedades con acciones al portador. 
Entonces, para las actividades industriales, comerciales y de servicios, también hay una penalización 
por la utilización de acciones no nominativas. 


SEÑOR MINISTRO..- Quisiera referirme a la respuesta que dio, en su momento, el contador Bergara 
sobre este cálculo y la razón por la que esto debe ser considerado como un máximo. 


Por mi parte, recalco que de los U$S 22:000.000 de diferencia que hay, prácticamente la 
mitad se debe a la incidencia que tiene en el cálculo este Impuesto al Patrimonio que -debe tenerse 
presente- está estimado sobre bases máximas. De manera que también por esa razón, como explicaba 
muy bien el contador, esta presión tributaria estimada puede, en la práctica, no llegar a concretarse. 


SEÑOR ABREU.- Creo que, más allá de las explicaciones y distintas derivaciones técnicas de la 
aplicación del tributo, está claro que hay un aumento de la presión tributaria estimado en U$S 
22:000.000 que, obviamente, estará sujeto a las distintas técnicas. Esto es importante porque, 
precisamente, ese aumento era uno de los motivos de preocupación del sector agropecuario -y esto va 
más allá de la historia, aunque no es el momento de hacer un análisis sobre lo que sucedió en el país 
en el año 2002 y cuáles fueron las crisis que provocaron, entre otras cosas, tratamientos tributarios 
diferenciales para dicho sector- según fue manifestado en esta Comisión. 


En lo que tiene que ver con el sector industrial, parecería que existe otro aumento de la 
presión tributaria, y tengo algunas cifras que me gustaría cotejar con el equipo económico a efectos de 
ver si estoy equivocado. La presión fiscal pasa del 7,3% del Producto Bruto Interno al 8,9%, es decir, a 
casi un 9%. Los industriales argumentan que esa iniciativa afecta su rentabilidad y provoca un 
importante incremento de costos sobre sus ecuaciones económicas, lo que resulta muy difícil de 
trasladar, tanto al mercado interno como al externo. 


Alo antedicho, debemos agregar con total franqueza -como el señor Presidente y el señor 
Ministro saben- que este aumento de la presión tributaria debe acumularse a la eliminación del sistema 
de devolución de impuestos. Como es conocido por todos, hemos planteado nuestra discrepancia en 
ese sentido, porque se trata de un elemento que será incorporado a una eventual pérdida de 
rentabilidad. Sé que este no es el momento adecuado para discutir ese aspecto, pero en otra 
oportunidad seguramente podremos analizarlo con más profundidad, de modo que el señor Ministro y 
su equipo económico nos digan claramente a qué objetivo se apunta en el tema de devolución de 
impuestos. Sin duda, la devolución de impuestos no está vinculada al otorgamiento de privilegios a 
personas ni a empresas, puesto que se trata de un sistema que, ciertamente, ha ayudado y ayuda a los 
países a recuperar competitividad, y muchas veces marca la diferencia entre las empresas en lo que 
tiene que ver con su supervivencia en el ámbito productivo. 


El sector industrial, obviamente preocupado por este tema, se enfrenta a un aumento de su 
presión tributaria y a un cambio en lo relativo a los aportes patronales, lo que ya le generará 
dificultades; pero, además, deberá afrontar problemas de competitividad que agregarán otras variables, 
que no es del caso discutir ahora. Todo ello está vinculado al rol productivo en el Uruguay y, en 
particular, a un sector que merece un especial respaldo. Conocemos bien la posición de muchos 
economistas en cuanto a la economía de los servicios y a otros aspectos relacionados, pero a nuestro 
entender, el tema tributario debe estar muy vinculado al rol industrial del Uruguay que, entre otras 
cosas, se está perdiendo por falta de solidaridad y entendimiento por parte de los países asociados a 
nuestro proceso de integración. Indudablemente, este tema también repercute sobre los industriales, 
cuya preocupación al respecto es manifiesta. 


En definitiva, quisiera saber cómo compatibilizamos el aumento de la presión tributaria con la 
competitividad y, sobre todo, con el manejo de los costos y el traslado de determinados tributos a los 
precios, que son difíciles de manejar. 


Desde nuestro punto de vista, los estímulos a la reinversión de las utilidades previstos en el 
proyecto de ley no tendrán importancia significativa en cuanto al monto de la inversión. Me gustaría 
saber si el Poder Ejecutivo piensa que los estímulos a la reinversión -más allá de que están diseñados 
con ese fin- van a tener una repercusión directa sobre la tasa de inversión en el país, que es quizás el 
gran objetivo que tiene el Uruguay para aumentar su nivel de productividad, tanto a nivel nacional como 
internacional. 


SEÑOR MINISTRO..- Quisiera hacer varias puntualizaciones sobre el tema que estamos considerando. 


Entiendo que cuando se analiza una reforma de este tipo, no sólo hay que hacer comentarios 
sobre el pasado -sin ánimo de carácter político-partidario en el sentido de pasar facturas, ni mucho 
menos- sino que también es preciso realizar proyecciones hacia el futuro. En realidad, estoy 
convencido de que no es bueno tomar medidas económicas importantes -ni en este país ni en ningún 
otro- sin tener en cuenta el enfoque dinámico que nos permite ver cómo se han dado las circunstancias 
desde el pasado y cómo se proyectan hacia el futuro. Por eso, si me permiten, insisto en que no es 
conveniente -porque conduce a conclusiones equivocadas- fotografiar el presente, 
desconociendo lo que viene de atrás y, sobre todo, sin formular proyecciones. Desde ese punto de 
vista, estamos convencidos de que esta reforma tributaria constituye un enorme estímulo a la inversión 
productiva en el Uruguay -quizás como nunca se dio anteriormente- en virtud del conjunto de 
instrumentos de apoyo que va a recibir esa inversión, de los que voy a mencionar algunos. 


Aclaro que esos estímulos no sólo se generarán pensando en el sector industrial, sino que 
apuntarán a todos los sectores de la economía. Por lo tanto, pido a los señores Senadores que 
analicemos juntos de qué manera esta iniciativa va a desempeñar un papel en el futuro. 


Creo que la inversión productiva hasta ahora nunca tuvo -si no me falla la memoria- un 
conjunto de instrumentos de estímulo económico como los que se van a poner en práctica con la 
reforma tributaria, tratando de hacerlos consistentes con los que están fuera de ella, como por ejemplo 
la Ley de Inversiones de 1998 -que es una buena ley- que va a seguir en vigencia y que ojalá se 
aplique como se debe, es decir, con agilidad, eliminaciones burocráticas, etcétera. 


Nosotros tenemos una opinión diferente respecto a la evolución de la presión tributaria sobre 
la industria manufacturera, y luego voy a pedir al señor Subsecretario, economista Mario Bergara, que 
profundice en esos aspectos. Si bien recibiremos con mucho gusto y analizaremos las cifras que nos 
proporcione el señor Senador Abreu, conocemos estudios especializados de la Cámara de Industrias, 
de sus áreas de análisis económico, que nos conducen a la conclusión de que el resultado de la 
aplicación de la reforma tributaria no altera significativamente la presión tributaria sobre el sector. Para 
hacer una comparación con lo que acabamos de ver, diré que lo altera mucho menos que al sector 
agropecuario, por las siguientes razones. 


En primer lugar, sí estamos instaurando aportes jubilatorios patronales que la industria 
manufacturera no está pagando, por aquellas razones de corrección de asimetrías horizontales que 
veíamos hoy. No encontramos ningún argumento que fundamente con solidez que esta industria no 
tiene que pagar aportes patronales, en oposición al resto de la economía; podemos aceptar que haya 
que ayudar a la industria, pero en ese caso, discutamos las herramientas. Dicho con otras palabras, 
no entendemos por qué fundamentos tiene que existir una situación tributaria diferente a la que tienen 
otros sectores de la economía. Por eso, reincorporamos los aportes patronales que en el pasado tuvo 
la industria manufacturera, pero ponemos como estímulo de su actividad un conjunto de instrumentos 
que tampoco recordamos que en nuestro país estuvieran en vigencia en el pasado. 


Para empezar, el Impuesto a la Renta que va a pagar la industria, así como otras actividades 
económicas, lo estamos llevando a la menor expresión de las últimas décadas -tomemos solamente el 
período de recuperación de la democracia, aunque podríamos tomar algún otro período más largo- es 
decir, al 25%. Nunca existió un Impuesto a la Renta tan bajo en las actividades productivas del país. 


En segundo lugar, vamos a permitir que la renta exonerada por reinversiones llegue hasta el 
40% de la renta fiscal neta -es un límite elevado- siempre que no se sobrepase el 40% en cuanto a la 


reinversión que se realice. Estamos hablando de cifras muy altas. Si a ello le agregamos el cómputo 
por una vez y media -esto es, por 150%- de gastos fundamentales para el progreso de la actividad - 
como la investigación, la certificación de análisis y lo que refiere a cambios que incrementen el empleo 
en la industria- estamos ante un conjunto de estímulos que operan en sentido inverso del aumento de 
costos que pueden significar los aportes patronales. 


Entendemos, entonces, que estamos ante una disminución importante de costos que tiene 
que ser analizado y balanceado con la reincorporación de los aportes jubilatorios patronales. 


El contador David Eibe me acota que no sólo representa una disminución de costos para la 
industria, sino también para los otros sectores de la actividad económica -se trata de una disminución 
de los costos financieros- porque estamos eliminando dos impuestos que realmente incrementan el 
costo financiero de las empresas y que son trasladados al usuario del crédito en el momento en que se 
concede: el Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias (IMABA) y el Impuesto de Control del 
Sistema Financiero (ICOSIF!I). También por este lado hay disminución de costos. 


Si el señor Presidente me permite, voy a solicitar que el señor Subsecretario Bergara pueda 
referirse, en particular, a esa situación que adelantábamos en cuanto al resultado fiscal neto sobre la 
industria. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Cabe recordar que en la sesión pasada ya hicimos referencia a este 
tema. Hay un estudio elaborado por la propia Comisión Económica -no sé exactamente la 
denominación- de la Cámara de Industrias -tengo entendido que contó con el asesoramiento del Centro 
de Investigaciones Económicas- en el cual se plantea un análisis estático del impacto de la reforma 
que, naturalmente, repercute de manera diferente en cada uno de los subsectores. De todos modos, en 
términos promediales, para la industria implica una noción de neutralidad. Concretamente, plantean un 
leve incremento del 1,7%, que no toma en consideración el impacto de varias medidas que no pueden 
cuantificar - muchas de las cuales acaba de mencionar el señor Ministro- y, por lo tanto, podría decirse 
que la noción general tiende hacia una neutralidad o, eventualmente, el aumento sería muy poco 
significativo. 


Nuevamente, consideramos que esto va atado a un planteo que también realizó la Cámara de 
Industrias desde el momento en que nosotros esbozamos los lineamientos de la reforma tributaria, en 
cuanto a que esto sería así en comparación con la situación tributaria de la industria de los últimos 
años, sobre todo los que abarcan el período de crisis financiera y económica del país. En cualquier 
caso, esa presión tributaria es menor a la que históricamente soportó la industria hasta 2001. Quiere 
decir que en ese sentido rige lo mismo que señalaba el señor Ministro con respecto al sector 
agropecuario. Dicho de manera gráfica, si quitamos los años de la crisis -2002 a 2004- la reforma 
establece una presión tributaria sobre los sectores agropecuarios e industrial menor que la que existió 
en todos los años posteriores a la dictadura. Es decir, entonces, que si analizamos el período 1986- 
2000, veremos que la presión tributaria sobre el agro y la industria era significativamente mayor que la 
planteada a través de esta reforma. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera hacer un comentario final que he reiterado varias veces. De todas 
formas, permítaseme que lo haga también en esta ocasión y ojalá que podamos entendernos de una 
vez por todas. 


Nosotros no proyectamos una eliminación de la devolución de impuestos -lo aclaro una vez 
más- sino una mejora de la herramienta, porque presumimos que hasta ahora no ha venido 
funcionando bien. La devolución de impuestos debe ser eso: devolución de impuestos. Si es un 
subsidio, tenemos que saberlo para establecerlo con claridad y transparencia. Como dije antes, la 
sociedad debe conocer cuál es el volumen del esfuerzo que vuelca a la producción; pero, por supuesto, 
continuaremos utilizando esta herramienta, que nos parece muy valiosa para hacer política económica. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Ministro y sus asesores han planteado que habría una presión de U$S 
22:000.000 con respecto al sector agropecuario que, aun dejando de lado los años de la crisis, 
igualmente significa una disminución. Además, allí hay U$S 10:000.000, que si las sociedades 
agropecuarias toman el camino de ser nominativas, llevarían a la mitad esa presión. 


También se expresó que si el Producto crece, esa presión sería menor en la medida en que, 
tal como el señor Ministro ha señalado, esto es dinámico. De todas formas, se ha sido cauto -y está 


bien que se lo sea- con respecto a lo que puede ser la proyección de esa menor presión fiscal si el 
Producto el año que viene crece. Ahora bien; si creciera en forma moderada, ¿hay alguna proyección? 
Parecería lógico que no toda, pero sí una parte importante de las sociedades, en la medida en que 
pasen a ser nominativas, no van a pagar ese Impuesto. En todo caso, eventualmente pagarían si se 
vende la tierra. 


Por otra parte, ¿se ha hecho algún cálculo o proyección -que se nos pueda hacer llegar- 
teniendo en cuenta que el Producto agropecuario pueda crecer un 3% o un 4%? Creo que esto 
también ayuda a esa visión dinámica respecto del año que viene. Si se insiste en que va a haber 
determinada presión, pero se da una proyección de crecimiento moderado y cauto del sector 
agropecuario, eso nos dará un sentido real de lo que va a pasar el año que viene y en los próximos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que le cedamos el uso de la palabra al señor Ministro para que 
responda esta inquietud del señor Senador Michelini, que está vinculada a afirmaciones que se 
realizaron por parte de dirigentes del sector agropecuario en cuanto a un incremento del 23% en la 
presión tributaria. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera hacer algunos comentarios respecto de las reflexiones del señor 
Senador Michelini. 


Entendemos que el cambio de la presión tributaria sobre el sector agropecuario está 
sobreestimado. Se alude a un máximo por las razones que ya explicamos y que no vamos a repetir 
porque carecería de sentido. De todas formas, tenemos una meta de crecimiento del Producto de 
aproximadamente un 4% para el próximo año. Probablemente la tengamos que corregir al alza en el 
futuro, pero la meta actual es del 4,2%. Si el Producto Bruto Interno agropecuario creciera en ese 
promedio, estaríamos hablando, a precios actuales, de algo más de U$S 70:000.000 de crecimiento, 
siempre teniendo en cuenta que se trata de cifras hipotéticas. 


En esas circunstancias, y sabiendo que algunos de los impuestos también crecen con el nivel 
de actividad y otros no, quiero recordar -recién lo comentábamos con el señor asesor Eibe- que estos 
cálculos que hemos presentado -lo aclaro por las dudas- incluyen la presión tributaria municipal - 
que está constituida por la Contribución Inmobiliaria Rural y el Impuesto a los Remates- que la hemos 
considerado constante. 


Entonces, teniendo en cuenta esas circunstancias, podríamos decir, grosso modo, que con 
un crecimiento del 4% del Producto agropecuario, no hay cambios en la presión tributaria, entendido 
esto como el cociente entre la recaudación y el Producto Bruto Interno. 


SEÑOR ABREU.- Reitero dos aspectos. Uno de ellos es que el mecanismo de la Comisión consiste en 
realizar algunas preguntas al señor Ministro y, obviamente, no sostener ninguna discusión ni polémica, 
porque no es el caso, más allá de dejar constancia de que en el tema de la devolución de impuestos 
tenemos una visión distinta que nos gustaría algún día profundizar, en función no sólo de los temas 
internos, sino de la política y el comercio internacional, que están muy vinculados a este aspecto. 


En segundo lugar, en la anterior sesión a la que concurrió el equipo económico, hacíamos 
hincapié en el tema de la coexistencia de un IVA que se reduce en un solo punto, con un impuesto a la 
renta personal que tiene una base muy baja a partir de la cual se comienza a aplicar. 


De manera que, más allá de la discusión sobre quiénes integran la clase media y quiénes se 
benefician o no por esta reforma, es obvio que la base es muy amplia. Por otro lado, hay una 
repercusión importante en cuanto a que el Impuesto a la Renta a las Personas Físicas se crea con un 
criterio individual, es decir, no es de carácter familiar, aunque el equipo económico nos decía que iba a 
hacer una proyección de futuro y que eventualmente el sistema tributario podría, en este tránsito, 
terminar siendo de carácter familiar. Además, por las dificultades que se plantean en la administración, 
las deducciones son limitadas al máximo. 


Teniendo en cuenta todos estos elementos, quisiéramos preguntar si el sistema tributario va a 
afectar -este es un tema que han estudiado algunos economistas que han trabajado en él- el ahorro y 
el consumo. Concretamente, nos gustaría saber qué piensa el señor Ministro sobre el impacto de estos 
dos tributos concomitantes o complementarios sobre el ahorro y el consumo en la economía del 


Uruguay, porque posteriormente vamos a tener que cotejar la respuesta del señor Ministro con los 
resultados de la aplicación de la reforma en el momento en que esta comience a hacerse efectiva. 


SEÑOR MINISTRO.- Comienzo por el final. Nosotros tenemos la decisión tomada -y ya fue expuesta- 
de considerar permanentemente la marcha de la aplicación de esta reforma. Muchas veces hemos 
dicho que esta no es la versión definitiva del sistema tributario que queremos para el país -queremos 
uno mejor- y seguramente la práctica nos va a ir dando lecciones para mejorarlo, en un sentido que 
estoy seguro de que todos compartimos: disminución de la presión tributaria, estímulo a la producción y 
mayor justicia. No he oído a nadie que discrepe con estos objetivos, y créanme que estos son los 
objetivos a partir de los cuales vamos a seguir mejorando la reforma cuando recibamos las lecciones 
de la experiencia. Creo que este es el camino más aconsejable para un país que quiere cambiar 
profundamente su sistema tributario. Además, al mismo tiempo va a ir mejorando la administración 
tributaria, que ya se está preparando, como les dije antes, para este nuevo concepto de sistema 
tributario. 


Sobre el impacto en el ahorro y el consumo, no tengo otra respuesta que la de adherir 
totalmente a lo que señaló el señor Subsecretario Mario Bergara, que consta en la versión taquigráfica, 
ante la misma pregunta del señor Senador Abreu. Comparto totalmente lo que manifestó y lo uno a lo 
que acabo de decir, que estaba en su propia respuesta: los estímulos a la inversión son muy fuertes y 
el impacto sobre los bienes de consumo también será fuerte, sobre todo para ciertas canastas de 
consumo de bienes y servicios. Por lo tanto, no sólo no considero que habrá impacto negativo sobre el 
ahorro y el consumo, sino que, desde el primer punto de vista, la capacidad de acumulación del país va 
a crecer y, desde el segundo punto de vista, vamos a estar ayudando a los que más lo necesitan, que 
son los que consumen bienes y servicios de primera necesidad, que van a tener una disminución de 
cuatro puntos en la tasa del Impuesto al Valor Agregado, a lo que deberá sumarse, en el caso de los 
bienes -porque sólo recae sobre ellos- los tres puntos de eliminación del COFIS. Esta no será poca 
ayuda para el consumo de los sectores más humildes de la sociedad uruguaya. 


Entonces, en suma, reitero que el impacto sobre la inversión y, a través de ella, sobre el ahorro, será 
positivo; esa es nuestra convicción. No estaríamos, en este momento de la historia del Uruguay, 
poniendo en práctica un sistema tributario que castigara el ahorro y la inversión si no tuviéramos esa 
convicción. Al mismo tiempo, desde este punto de vista, visualizamos la riquísima experiencia mundial 
que señala que este tipo de sistema tributario, aún mucho más pesado en el caso de algunos países, 
no sólo no ha disminuido la capacidad de ahorro de esas sociedades, sino que las ha estimulado 
fuertemente. 


Sobre el tema del núcleo familiar, no es que nosotros estemos dando una opinión, sino que 
eso está en el proyecto; eso va a ser sancionado por el Senado. En el futuro el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas va a liquidarse en base al núcleo familiar y ese es el compromiso que nosotros 
tenemos. 


Por tanto, no es que estemos dando una opinión sobre qué es lo que nos parece mejor, sino 
que nos estamos comprometiendo mediante una ley al ponerlo en práctica. Por supuesto, atendemos 
la inquietud del señor Senador Abreu porque nos parece justa y la compartimos totalmente. 


SEÑOR ALFIE.- En primer lugar, pido disculpas por llegar tarde y, seguramente, también pida 
disculpas por retirarme antes de que finalice esta Comisión, ya que debo asistir a la Comisión de Salud 
Pública -si ésta no se suspende- a la que concurre como invitado el doctor Gonzalo Aguirre. 


En segundo término, no voy a discutir filosóficamente el tema, más allá de que no comparta 
las apreciaciones del señor Ministro sobre la presión tributaria del agro, ya que tenemos diversos 
cálculos -no sólo nosotros- que dan números diferentes. Ahora hay un impuesto implícito muy 
importante en el tema del gasoil, que es de más de $ 3 por litro, que recae sobre el agro en forma 
particular. Además, habrá una duplicación del IMESI a los utilitarios que usa el agro y hay otros 
impuestos que no vale la pena mencionar ahora. 


Tampoco el tema del IMABA y del ICOSIFI nos parece tan relevante desde el punto de vista 
de la industria, desde el momento en que la mayoría de los créditos para inversión están exonerados, 
como así también, desde hace largo tiempo, la prefinanciación. 


Por último, tampoco comparto el estímulo sobre la inversión y el ahorro  -en especial, sobre 
este último- de un sistema donde la recaudación se concentra, básicamente, en el núcleo de personas 
que ahorran. 


Dicho esto, nada más que para dejar una constancia y no para discutir, porque no creo que 
sea operativo, tenemos una serie de preguntas y de dudas que nos quedaron de la pasada visita del 
equipo económico y hoy, al estar presente el señor Ministro, nos gustaría tener respuestas concretas 
en cuanto a si se van a hacer cambios o no. 


Habíamos observado una cantidad de casos concretos, lo cual es lógico, y después que se 
apruebe el proyecto de ley, todos vamos a advertir otra cantidad de problemas, casos dudosos y no 
contemplados, etcétera, que aparecen en impuestos que tienen larga data y ni que hablar en los 
nuevos. Por lo pronto, me preocupa el tema de la evaluación de los fictos y su definición en el Impuesto 
a la Renta de las Personas Físicas. La norma permite que, por reglamentación, se evalúen fictamente 
partidas de alimentación, de vivienda, pero hay otras partidas que también son fictas, como los 
famosos fictos de propinas que se dan en muchos establecimientos. A su vez, existen partidas de 
alimentación en establecimientos como bares u hoteles en general, que hoy están exoneradas; las 
propinas están gravadas por un ficto, pero las partidas de alimentación están exoneradas. 


También está el beneficio de salud por DISSE que tienen los empleados del sector privado y algunos 
del público. Al parecer, con un proyecto de ley que va a entrar al Parlamento van a estar comprendidos 
casi todos. Allí tiene un ingreso, ya que el empleado paga un porcentaje de su salario. Entonces, si ese 
ingreso se descuenta como un ficto, sube el monto imponible del impuesto. Por tanto, me gustaría 
saber alguna definición sobre este tema. 


En primer lugar me voy a referir al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y luego al 
Impuesto a la Renta en general. 


Voy a mencionar el caso del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas para los 
escribanos, porque me parece que es un tema relevante e importante de definir. Los escribanos pagan 
el Montepío sobre el Arancel, a pesar de que muchas veces no lo cobran. Entonces, pregunto sobre 
qué ingreso van a pagar el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, si va a ser sobre el Arancel o 
sobre el ingreso real que cobran. Sabemos que es real que muchas veces no cobran el Arancel; no es 
algo que se haga para eludir impuestos, sino que es todo lo contrario: pagan más impuesto que el que 
deberían. 


En el caso de los profesionales las dudas se me han ido multiplicando porque, en lugar de 
simplificarse, en realidad el tema se ha complicado bastante. En primer lugar, según la norma, se va a 
pagar el IRAE o el Impuesto a la Renta, y luego, de acuerdo a un monto que no sabemos cuál es y que 
nos gustaría que se fijara en la ley, se va a pagar uno u otro de acuerdo con el límite que establezca el 
Poder Ejecutivo. Ahora bien, hay un par de servicios profesionales que están exonerados del Impuesto 
a la Renta y no sabemos por qué esos son más importantes que otros. Además, dado que se ha 
anunciado que van a haber dos zonas francas nuevas, básicamente, para profesionales, va a suceder 
lo siguiente: los profesionales que tienen dinero para estar en la zona franca o que facturan mucho con 
el exterior, no van a pagar Impuesto a la Renta, y el resto de los profesionales, que facturan poco, sí lo 
van a pagar. Entonces, me parece que hay una discriminación importante y, en todo caso, me gustaría 
saber cuál es la razón, más allá de que hay un límite que nadie sabe cuál es. 


También hay otro ficto importante, que es el relativo a los viáticos internos para las empresas. 
En ese sentido, me gustaría saber si van a estar gravados en todos los casos o si lo van a estar sólo 
en algunos casos particulares. 


En cuanto al descuento que pueden hacer las personas físicas, en la nueva versión se 
agregaron dos que son el impuesto especial que pagan los bancarios y el de los fondos 
complementarios. Ahora bien, cuando se calcula el impuesto descontado, que se hace en forma 
diferente -según una explicación que dio el señor Subsecretario y que a mí no me convence para nada, 
pero hay que aceptar que es así- se mencionan los literales A) a D) y no A) a F), aunque quizás sea 
una omisión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Es una errata. 


SEÑOR ALFIE.- Lo cierto es que no se mencionan como pasibles de descuento. Entonces, pregunto 
cómo es que funciona este tema. 


Creo que estas son las dudas más grandes sobre el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas en lo que tiene que ver con su redacción. Acabo de recordar otras dudas acerca de las cuales, 
en la sesión anterior, el contador Eibe señaló que se podían subsanar a través de una reglamentación 
pero, en lo personal, me gustaría que se hiciera en el proyecto de ley. Me refiero al tema de la renta 
vitalicia que se obtiene por los seguros en general y, en particular, cuando la persona, al jubilarse, retira 
su dinero de la AFAP y compra una renta vitalicia. Tal como está redactada la ley -el contador Eibe lo 
reconoció- estaría gravada por el 12%. 


En el caso de los seguros de vida ocurre algo parecido, pero con el agravante de que se 
estaría gravando el capital dos veces, asunto éste que ya explicamos en la sesión pasada. Nos parece 
que estos temas fácilmente se podrían corregir aquí. 


Hay otro tema que, personalmente, sigue sin quedarme claro, y es el relativo al retorno de los 
fondos de pensiones. Si bien el dueño de la AFAP no es quien paga impuesto, el fondo como tal, si 
invierte en activo gravado -existen partes gravadas y otras que no lo están- sí va a pagar, a 
menos que se le diga al banco que es por separado y que si es una Administradora la que compra una 
obligación o deposita en un banco, no se le va a retener el impuesto -seguramente será por retención- 
porque la forma de tasa liberatoria es esa. Sinceramente, no me queda para nada claro cómo es este 
mecanismo ya que, en ese caso, depende del titular de los fondos y no del activo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Es rentable? 


SEÑOR ALFIE.- Creo que el problema que se plantea aquí es que solamente disminuye la rentabilidad 
para los trabajadores. 


Yendo al Impuesto a la Renta como tal, voy a plantear algunos casos específicos que me 
preocupan y otros que suben desmedidamente -sin mucha razón- este Impuesto a las empresas. 


Todas las rentas que pagan tasas distintas, aplican la regla de la proporción. Habíamos 
formulado algunas preguntas y me gustaría que el señor Ministro nos respondiera -ya sea ahora o 
después- si es posible, además de la regla de la proporción, establecer algún tope. Digo esto porque 
en el caso de los alquileres, de los intereses particulares que se pagan, así como una cantidad de 
rentas que tributan menor tasa de Impuesto a la Renta, por una decisión del Poder Ejecutivo, si no se 
permite la deducción plena, terminan pagando la misma tasa, porque la parte no deducida 
implícitamente paga el impuesto cuando va contra una empresa que viene pagando la misma tasa. 
Sabemos que por el arbitraje de tasas, a veces, se puede disimular o evadir rentas; también existe un 
mecanismo de topes. Entonces, me pregunto si no es posible hacer la regla de proporción o aplicar un 
tope, en este caso, el que sea mayor, aunque, quizás, podríamos mantener los topes actuales que han 
sido pacíficamente aceptados como razonables. 


El otro tema que se había planteado era el de la diferencia de cambio, sobre el cual el 
contador Eibe reconocía que había una omisión. Estamos hablando de la diferencia de cambio sobre 
los pasivos, tanto de las empresas como del sistema bancario. Las empresas no sólo tienen pasivos en 
dólares con personas que pagan Impuesto a la Renta del 25%, ya que pueden tenerlo con personas 
físicas que les pagan intereses, o a través de Obligaciones Negociables, que pueden estar en dólares y 
pagan hasta el 3%, según el plazo. Entonces, ¿qué pasa con esos pasivos? ¿Qué ocurre con la 
diferencia de cambio? Cuando es pérdida, como la diferencia de cambio está exonerada del impuesto, 
no se puede deducir directamente porque la tasa es cero, tal como está redactado en el texto, y no 
parece razonable que esa pérdida no se pueda deducir por parte de las empresas. Me gustaría saber 
si esto se puede arreglar y si hay voluntad; yo creo que sí se puede. 


El otro tema es el relativo a la tasa sobre los intereses que, salvo que sea en unidades 
indexadas, se aplica sobre el rendimiento nominal y no sobre el rendimiento real, con lo cual aquí hay 
un problema muy grande: que la tasa de impuesto sobre el rendimiento real de los fondos depende de 
la inflación. Entonces, con una inflación un poco más alta y con una tasa de interés que sube, no es lo 
mismo cobrar un 12% sobre un cinco que sobre un diez, porque doce sobre diez da 1,2, y con una tasa 
real de un 3%, 1,2 sobre tres da 40% de tasa. Si la tasa nominal fuera del 5%, el impuesto sería 0,6 y 
sobre la tasa real el 20%, porque sería 0,6 sobre el 3%. 


Entonces, aquí hay claramente un problema que, en el fondo, por un lado va a desincentivar 
las colocaciones en pesos nominales, que no sabemos si será en unidades indexadas o, directamente, 
en dólares, para tratar de protegerse de este efecto. 


Tengo tres aspectos adicionales que plantear, que me parecen los más relevantes. 


El primero de ellos tiene que ver con el tema del IRAE, que pasa a gravar los servicios del 
agro: pastoreos, aparcerías, servicios en general. Hay un tema muy importante, que es el servicio de 
agua en la producción de arroz. Si interpreto bien las normas tributarias -si no es así, el contador Eibe 
me va a corregir- hasta hoy el servicio de agua estaba exonerado porque no pagaba Impuesto a la 
Renta; sin embargo, desde el momento en que empiece a pagarlo, va a dejar de estar exonerado de 
IVA y va a pagar ambos impuestos, según la norma general de la definición de IVA. En este caso, 
entonces, tenemos un aumento de costos muy importante. No es poca cosa el servicio de agua para el 
arroz. Lo mismo pasaría con los pastoreos y las aparcerías. 


Por otra parte, nos gustaría -no lo decimos nosotros, sino que lo dice mucha gente- que, 
debido al tiempo de que se dispone, aparezcan en el proyecto de ley los topes a partir de los cuales se 
va a tributar IRAE en vez de IMEBA en el agro y los topes a partir de los cuales los profesionales van a 
tributar IRAE, los metros cúbicos de agua por los que se va a tributar IVA y algunos otros límites que 
nos parece importante queden definidos en el texto y no sujetos a la reglamentación del Poder 
Ejecutivo. En ese sentido, nos parecería importante la aclaración que hizo la vez pasada el contador 
Eibe acerca de cómo se liquida el IVA de la autoconstrucción, lo que podría dar lugar a interpretaciones 
diversas. 


Por último, señor Presidente, quisiera hablar sobre los depósitos de los no residentes que 
ahora van a estar gravados. Este sería uno de los pocos países donde estos depósitos estarían 
gravados. De hecho, cuando un extranjero hace una colocación está exonerado, pero pienso que con 
este impuesto nos vamos a quedar sin depósitos de no residentes. Los bancos van a hacer lo mismo y 
en lugar de bookearlos -disculpen el anglicismo- lo van a registrar, directamente, en otro país; desde 
Uruguay a otro país o comprando algunos títulos. En todo caso nos perderemos una fuente de 
ganancia que no va a pagar impuesto porque se va a quedar afuera. 


Con esto, los depósitos de no residentes van a ser meramente transaccionales al igual que 
está creada toda la banca nacional, que tiene una rémora desde la crisis de 2002. 


Estas son todas las preguntas que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo, a los efectos del trámite de esta reunión, que en la tarde 
tenemos previsto recibir, en esta Comisión, a siete u ocho delegaciones que el señor Senador Heber 
solicitó que concurrieran. Por tanto, exhorto la presencia de los Senadores integrantes de esta 
Comisión, ante la posibilidad de falta de quórum. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a realizar algunos comentarios generales y breves, y después le solicitaré al 
contador Eibe que se refiera concretamente a muchas de las preguntas formuladas. 


En primer término, quiero decir que las discrepancias del señor Senador Alfie con esta 
propuesta del sistema tributario están absolutamente dentro de lo previsible, ya que tenemos 
conceptos totalmente distintos sobre lo que debe ser un sistema tributario. 


La historia del país revela que esos conceptos se plasmaron en la práctica con los 
resultados que todos conocemos y ahora vamos a intentar un nuevo camino y esperamos que nos 
vaya mejor. 


En segundo lugar, las respuestas que se van a dar acá son, como pidió el señor Senador 
Alfie, concretas. Aclaro que las que se dieron en la última sesión fueron absolutamente concretas. 
Hago la precisión porque el señor Senador Alfie acaba de reiterar gran parte de las preguntas que ya 
formuló y que tuvieron respuestas concretas; vamos a reiterarlas porque nos vemos obligados a 
hacerlo. Lo que no puedo aceptar es que se diga que por el hecho de estar el Ministro acá se van a dar 
respuestas concretas y en la pasada comparecencia del entonces Ministro interino, contador Bergara, y 


de nuestro Jefe de la Asesoría Tributaria, contador Eibe, no fueron concretas. Fueron concretísimas; se 
podrá estar de acuerdo o no con ellas, pero fueron concretísimas. 


Sobre la definición de parámetros de aplicación tributaria ... 
SEÑOR ALFIE.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO.- Disculpe, señor Senador, pero lo escuché con total paciencia; le ruego que haga 
lo mismo conmigo. 


La definición de parámetro, como la explicó el señor Subsecretario Bergara cuando 
compareció en la última sesión y se refirió al tipo de aplicación que van a tener algunos impuestos, va 
a ser definida como parte de la reglamentación que esperamos que esté lista cuanto antes. Ya estamos 
trabajando en eso. Consideramos que es totalmente válido que se haga como parte de la 
reglamentación. No vamos a establecer ni a eliminar impuestos en la reglamentación, sino a definir los 
parámetros de su aplicación como lo ha hecho el país en toda su historia contemporánea. 


A continuación, me voy a referir al tema de los depósitos de no residentes, al que el señor 
Senador Alfie aludió en su último comentario. 


La verdad es que una vez más debo discrepar con sus opiniones en esta materia, ya que a 
nivel mundial la evidencia empírica indica exactamente lo contrario a lo que se ha manifestado; 
concretamente, muestra que hay un gran número de países que gravan los depósitos de no residentes 
y que no hay corridas de capitales por esta causa. Obviamente, podrá haberlas por otras, ya que las 
razones por las que se radica el capital financiero en ciertos centros no son solamente de tipo 
tributario; es más, creo que este es uno de los factores de menor importancia en lo que respecta a la 
explicación de los flujos de capitales a lo largo y ancho del mundo, y el Uruguay no va a ser una 
excepción. Con esta reforma tributaria no vamos a originar ningún trauma en la radicación y circulación 
de los flujos de capitales desde y hacia el país. Esta es nuestra previsión. 


Ahora rogaría al asesor Eibe que reiterara algunas de las respuestas que ya dio y que, a su 
vez, contestara las preguntas nuevas que se han hecho hoy y que no figuran en la versión 
taquigráfica, obviamente, por no haber sido formuladas en la oportunidad anterior. 


SEÑOR EIBE.- Trataré de responder por orden los planteamientos formulados por el señor Senador 
Alfie, esperando no omitir ninguno. 


En lo que respecta a la forma de evaluación de determinadas partidas, hay que decir que, 
naturalmente, el universo de partidas posibles en términos de retribución es muy extenso, ya que 
puede incluir partidas por alimentación, vivienda, e incluso otras no conocidas. En principio, estamos 
pensando en buscar soluciones similares a las que hoy existen para la determinación de la base 
imponible de las contribuciones especiales de la Seguridad Social. Aunque no necesariamente los 
criterios deben ser idénticos, es evidente que tratándose de ciertas partidas, deberemos recurrir a 
alguna forma ficta que asegure un equilibrio entre lo que se debe recaudar y la retribución que 
presuntamente se obtiene. El caso típico es el de las propinas, donde es prácticamente imposible 
determinar la cuantía real. A su vez, esto vale también para los beneficios de salud para DISSE que, 
indudablemente, integrarán la base imponible -dado que son parte del sistema de retribuciones- y se 
incorporarán en función de los criterios que determine el Poder Ejecutivo, que podrá ser, por ejemplo, 
un ficto o la retribución real, dependiendo de si esta última se puede valorar en función de la 
contraprestación que realizan las empresas. 


En cuanto a la forma de tributación de los escribanos, en el caso de que su ingreso real 
difiera de lo que sirve para calcular el Montepío, debemos decir que la situación no es diferente a la 
que existe actualmente con respecto a la base imponible del IVA. Hoy, si los escribanos facturan por un 
valor inferior al que sirve para calcular el Montepío, el IVA correspondiente se aplica sobre el ingreso 
real y no sobre ese ingreso que se utiliza en forma ficta para calcular el Montepío. El mismo criterio se 
va a aplicar para la determinación de la renta, a los efectos de la inclusión en el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas. 


En lo que refiere a los profesionales universitarios, hay que distinguir dos situaciones. Por un 
lado, los profesionales que actúan mediante una sociedad comercial ingresan al criterio general que 
establece la reforma, según el cual las sociedades comerciales, cualquiera sea su naturaleza, tributan 
Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas por todas sus rentas. Es irrelevante que sea un 
profesional u otro, ya que el mismo criterio que hoy se utiliza para las sociedades anónimas se utilizará 
para todas las sociedades de naturaleza comercial, dado que todas ellas deben tributar Impuesto a la 
Renta empresarial. Es distinto el caso de los profesionales universitarios que actúan en forma 
unipersonal o bajo forma asociativa de sociedades civiles. En primer lugar todo dependerá de su nivel 
de ingresos y es posible que tengan la opción de tributar el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas o el Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas. Asimismo, puede ser que, en función 
del monto de los ingresos, se deba tributar el Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas. 


Por otro lado, quiero hacer una salvedad con respecto a este punto, porque se han difundido 
versiones de prensa y comunicados planteando la inconveniencia del Impuesto a la Renta de las 
Actividades Económicas a la actividad de los profesionales universitarios. Por nuestra parte, queremos 
aclarar que, del mismo modo en que hoy existe una determinación ficta del Impuesto a la Renta de las 
Actividades Económicas que no exige llevar contabilidad suficiente, ese mismo criterio podrá aplicarse 
para los profesionales universitarios con los ajustes del caso, es decir, que tengan que ver con las 
estimaciones objetivas que corresponda a ese tipo de actividades. No obstante, tampoco se trata de 
que el hecho de que se deba ingresar a la liquidación del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas signifique una gran carga en términos administrativos o de contabilidad, porque todo va a 
depender, en primer lugar, de la forma jurídica que se adopte para desarrollar los servicios 
profesionales y, en segundo término, de la eventual aplicación de regímenes fictos como los que hoy 
existen y se determinan por vía reglamentaria para todos los contribuyentes del Impuesto a la Renta de 
la Industria y Comercio. 


Por otra parte, se hacía referencia al tema de los profesionales que operen en zona franca. 
En lo personal, no creo que esto deba sesgarse en función del tipo de sujeto que opera en zona franca. 
Actualmente, existe un régimen general de zona franca que ya se aplica, por ejemplo, para los 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio que, normalmente, desarrollan 
actividades orientadas al exterior y no tributan impuestos, porque siendo usuarios gozan de una 
exoneración subjetiva. Por consiguiente, en tanto se mantiene el régimen de zona franca entendemos 
que no vale el razonamiento de hacer diferencias con respecto al tipo de servicios o de sujetos que allí 
operan. Hay una definición general que se ha dado el país, que sigue vigente y que va a estar vigente, 
y sobre cuya base cada uno es libre de elegir el ámbito territorial en que opera y hacia dónde dirige sus 
servicios. 


Con relación al tema de los viáticos, que también se planteó y a mi entender constituye un 
caso particular del asunto que consideramos al principio, hay dos situaciones claramente diferenciadas. 
Cuando se trate de un viático con rendición de cuentas, el tema pasa por ser un gasto de la empresa y 
no corresponde el cómputo en el caso de la persona física. Si se trata de un viático sin rendición de 
cuentas, entra en las generales a las que hacíamos referencia, con respecto a la eventual aplicación de 
bases fictas. 


En cuanto al tema del descuento en la persona física, evidentemente, hay una errata en la 
ley, aunque aclaramos que esos dos últimos literales no fueron incluidos erróneamente, si bien van a 
ser deducidos en las mismas condiciones que el resto. 


En cuanto a los puntos vinculados a las rentas vitalicias y a los seguros de vida, reafirmamos 
nuestro criterio, en el sentido de que puede razonablemente interpretarse tal como lo señalábamos en 
la sesión pasada, aunque en todo caso ello será objeto de una solución por la vía reglamentaria. 


Sobre el tema del retorno de los fondos de ahorro previsional -es decir de los rendimientos 
que obtienen dichos fondos- quiero recordar que el literal B) del artículo 27 del Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas exonera, dentro de los rendimientos del capital, a los rendimientos de los fondos 
de ahorro previsional. En tanto estos fondos son entidades carentes de personería jurídica y operan en 
un régimen de transparencia -o sea que son entidades inversoras que invierten por cuenta de los 
titulares de cada uno de los cuotapartistas del fondo- es evidente que este último involucra que el 
rendimiento que el fondo obtiene debe trasmitirse a cada uno de los beneficiarios a lo largo de la vida 
del fondo. Quiere decir que cada uno de los cuotapartistas, en la medida de su participación en la 
cuotaparte del fondo de ahorro previsional, va generando determinadas ganancias a lo largo de la 
actividad de inversión del fondo, lo cual está previsto expresamente en la ley, dentro de las 


exoneraciones, como señala el literal B) del artículo 27 del Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. 


En cuanto a la aplicación de la regla de la proporción de tasas a la que hacía referencia el 
señor Senador, quiero destacar -al igual que lo hice en la sesión pasada- que a nuestro juicio, es 
sustancialmente más transparente que la aplicación de límites o de topes que opera actualmente. Sin 
embargo, también señalábamos que la propia ley faculta al Poder Ejecutivo a establecer excepciones 
al principio de la regla de proporción y, en general, a la regla de deducción de gastos, en función a la 
naturaleza del gasto. Desde nuestro punto de vista, esa facultad incluye la de establecer esa excepción 
con determinados topes. Por lo tanto, el señor Senador tiene razones fundadas, en el sentido de que 
no existirían impedimentos para, establecida la excepción, acotarla, por ejemplo, en función de los 
topes existentes o de otros que se creen en el futuro. 


Con relación a la diferencia de cambio sobre pasivos de las empresas y pasivos bancarios, 
también señalamos que es un tema que evidentemente constituye una omisión del proyecto, pero que 
por el propio artículo al que hacíamos referencia, el Poder Ejecutivo tiene facultad legal para establecer 
excepciones y, seguramente, esa va a ser una de ellas. 


En cuanto al punto 12, con relación a la tasa sobre los intereses según el rendimiento 
nominal y no sobre el rendimiento real, en general, en los Impuestos a las Rentas de las Personas 
Físicas, en el mundo, no hay indexación; los impuestos se aplican sobre los rendimientos nominales. 
Esa es la práctica más generalizada. Aparentemente, no es una situación que debería preocuparnos, 
dado el buen comportamiento de la inflación en los últimos años y en lo que se prevé para el futuro. 


En todo caso, si en el futuro se generaran distancias sustanciales, podría analizarse la 
eventualidad de una modificación en ese sentido. 


En lo que tiene que ver con el punto 13, sobre los servicios del agro gravados por el 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, también quiero hacer una precisión sustancial. 
Es cierto que, en general, los servicios del agro se gravan por el IRAE, al igual que los arrendamientos, 
los pastoreos y las aparcerías, y uno podría llegar a pensar que esto puede generar un problema en el 
caso de los pequeños contribuyentes que son contribuyentes del IMEBA por enajenación de sus bienes 
agropecuarios, y que si presta algún servicio, éste quedaría gravado por el Impuesto a las Rentas de 
las Actividades Económicas. Pero esto hay que leerlo coordinadamente con otro artículo que establece 
que los servicios que no superen un tope que va a fijar el Poder Ejecutivo, no quedarían gravados por 
el IRAE. O sea que estamos hablando de servicios de contribuyentes que tienen determinado aporte 
económico. 


Aquí se plantea un segundo aspecto vinculado a una cuestión concreta, que es el IVA en el 
caso de los productores arroceros. Respecto a este punto quiero señalar que, en general, los 
productores arroceros, por el volumen de sus operaciones, son contribuyentes potenciales del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas y, por lo tanto, van a ser contribuyentes del IVA 
en suspenso. Siendo contribuyentes del IVA en suspenso, la facturación del IVA correspondiente al 
suministro del agua, es deducible por esos contribuyentes que pueden solicitar certificados de crédito, 
pagarle al proveedor de ese IVA o destinar ese IVA para el pago de sus propios impuestos o, incluso, 
de sus aportes previsionales, con lo cual esa eventual incidencia del IVA queda neutralizada por el 
mecanismo débito-crédito. 


Respecto al tema de los topes a partir de los cuales se va a tributar IRAE, me remito a las 
reflexiones generales que señalaba el señor Ministro, y en cuanto al IVA de la autoconstrucción, 
reafirmo lo que señalé en la última oportunidad: esto tiene como exclusivo propósito generar el 
mecanismo de formalización en la enajenación de insumos a quienes realizan este tipo de obras. No 
tiene por propósito aumentar la presión fiscal de quien construye obras por este mecanismo, sino 
generar estímulos positivos para que quienes construyan estas obras, soliciten el comprobante de las 
operaciones a sus proveedores y los presenten ante el organismo recaudador cuando se verifique la 
liquidación de este nuevo hecho generador. 


SEÑOR MINISTRO.- Si el señor Presidente lo permite, quisiera que el contador Eibe hiciera referencia 
a la experiencia internacional en materia de depósitos de no residentes. 


SEÑOR EIBE.- En este sentido, la experiencia internacional es muy diversa. Algunos países exoneran 
los intereses de depósitos de no residentes y otros, no. 


Anivel de la Unión Europea, el año pasado se generó una situación bastante controversial por 
una cuestión vinculada al intercambio de información entre Austria, Luxemburgo y el resto de los 
países que la integran, por gravar los intereses de los restantes ciudadanos que normalmente 
depositaban en esos dos países los cuales, además, tienen un secreto fiscal bastante rígido. 


Ambos siguen manteniendo su secreto fiscal y lo que hacen es una retención sobre los 
intereses de los depósitos del resto de los ciudadanos de la Unión Europea, parte de la cual derivan al 
país de origen y la otra se la quedan. Con esto vemos que hay una práctica bastante difundida, en el 
sentido de retener el impuesto correspondiente a los intereses sobre esos depósitos. 


De todas maneras, creo que esto hay que mirarlo con un sentido de equilibrio. Estamos 
hablando de tasas del orden del 12% sobre los intereses y no del 30% o 40%, como las que operan a 
nivel mundial. Una tasa del 12% sobre los intereses es absolutamente compatible con lo que se 
acuerda a nivel de convenios para evitar la doble imposición, donde el país de residencia del 
depositante permite al país de la fuente, establecer retenciones sobre intereses, dividendos o 
asistencia técnica, con un límite que oscila entre el 10% y el 15%. Quiere decir que estamos bastante 
alineados con lo que se acuerda a nivel internacional. Asimismo, consideramos que una retención del 
12% no debería ser un elemento explicativo de un eventual movimiento sustancial en materia de 
captación de depósitos. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero decir que escuché con mucha atención al señor Ministro, como supongo que él 
habrá hecho cuando hice uso de la palabra. Lo único que pretendí fue solicitar una breve interrupción 
para referirme al tema de los no residentes. Invito al señor Ministro o a cualquier ciudadano a que 
vayan a un banco del Uruguay y pidan para depositar el dinero en Londres, en Nueva York, en 
Amsterdam o en París. Verán que no le cobran ningún impuesto. 


En cuanto a lo que manifestó el contador Eibe respecto a la situación en la Unión Europea, 
debo decir que se trata de un “clearing” entre los países que la integran. Personalmente, jamás hablé 
de que se iba a dar una corrida bancaria. En realidad, entiendo que el que se irá es el depósito de 
plazo fijo. Reitero que no creo que haya corrida bancaria por ese motivo, más allá de que será una 
banca cada vez más transaccional. No creo que pueda haber mucha corrida cuando los fondos, 
básicamente, están para transar. 


Debo ser muy sincero al expresar que reiteré algunas preguntas dado que las respuestas no 
habían sido claras; es más, en la mayoría de los casos habían sido condicionales. Por tal motivo, quise 
aprovechar la presencia del señor Ministro para reafirmar la contestación y eliminar el condicional. Por 
ejemplo, con respecto al tema de DISSE, en la reunión pasada ni siquiera se había dado una 
respuesta. Hoy, se nos dice claramente que se va a valuar. No sabemos si serán $ 800, $ 1.000, el 
real, o cuánto. Entonces, los trabajadores, en lugar de tener una deducción por salud, tendrán un 
impuesto por salud, ya que el ficto se valuará como ingreso. Por lo tanto, los mínimos a partir de los 
cuales se va a empezar a pagar, en materia de remuneración efectiva, caen en el importe de la 
valuación ficta de DISSE. Esta es una ratificación que me parece significativa. 


En lo que tiene que ver con los topes, tampoco había quedado clara la respuesta, la cual no 
había sido tan contundente como la de hoy, cuando se dijo que sí se van a poner topes, además de la 
regla de proporción razonable. A nuestro juicio, esto es muy importante y correcto. 


Respecto del tema de los profesionales en zona franca, discúlpeme señor Ministro, pero sigo 
sin entender. 


No se puede comparar una inversión física, una inversión de una industria o una inversión 
grande en logística, con la de un profesional; son cosas absolutamente distintas. Tampoco se puede 
comparar el régimen de estabilidad de reglas que requiere la zona franca para llevar a cabo 
determinada actividad, con los profesionales que venden un servicio de estabilidad de reglas en un 
período realmente corto desde el comienzo hasta el fin de su carrera. Las zonas francas, entre otras 
cosas, han brindado a los inversores la estabilidad de reglas como valor agregado fundamental. En 
general, los casos más importantes de zona franca no vinieron por disposición impositiva, sino por 
estabilidad de las reglas. 


Por último, en cuanto a las AFAP, ¿cómo se va a encarar el tema? ¿El Fondo de Ahorro 
Previsional le va comunicar al banco, al emisor de la Obligación Negociable o a quien sea -incluso 
puede ser socio de una empresa- que determinada parte pertenece al fondo previsional, por lo que 
sobre eso no paga impuesto? Cuando vaya a pagar el Impuesto a la Renta por la vía liberatoria, debe 
saber que por esa parte no tiene que abonarlo, y esta es la única manera que tienen para evitar que 
paguen, porque de lo contrario, por más que esté desgravado, lo abonarán igual. 


Evidentemente, hay una cuestión filosófica de fondo y cada uno cree que está en lo cierto; 
por lo tanto, no vale la pena discutirlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como sabe el señor Senador Alfie, la finalidad es clarificar algunos puntos, 
por lo que los debates se darán después, en el marco de la Comisión y del Plenario. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera hacer una última consulta respecto de los servicios. Al respecto cité el 
ejemplo del arroz, que parece ser el más notorio, pero el tema consiste en que hay servicios que se le 
pueden prestar a gente que liquida por el IMEBA, y todos van a quedar gravados desde el momento en 
que los alcanza el IRAE. O sea que también allí hay un IVA, porque la aparcería, el pastoreo y demás, 
no necesariamente tienen que pagar IRAE. Hay diferencia entre quien presta el servicio y el productor 
final. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de que entendemos que se profundizará la presión tributaria sobre el sector 
productivo, lo que éste deberá pagar es el Impuesto a la Renta, que pasa a ser del 25%, más el 7% de 
distribución de utilidades, y como pretendo que quede claro para la mayoría de las empresas 
familiares del sector agropecuario -que en realidad no tienen clara la distinción entre la distribución de 
utilidades y sus gastos de funcionamiento- consulto lo siguiente: ¿cuál es el criterio que utilizará el 
Poder Ejecutivo para distinguir entre distribución de utilidades y gastos de funcionamiento? ¿Cuántos 
productores agropecuarios, para resolver un tema de gasto familiar -trasladar un enfermo, por ejemplo- 
deben hacer un esfuerzo para distinguir si es distribución de utilidades o no? ¿Lo ha previsto el Poder 
Ejecutivo? ¿Tiene establecido un criterio sobre este tema, o va a quedar otro instrumento más en 
manos de la discrecionalidad del Poder Ejecutivo, sin que quede claramente regulado por la ley? 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Comienzo por el final. Creo que prácticamente en la totalidad de esas situaciones 
se va a pagar IMEBA y no Impuesto a la Renta, de manera que no cabría considerar esa posibilidad. 
De todas formas, vamos a complementar esta respuesta para prever todas las hipótesis posibles, 
aunque quiero decir algo que ya hemos reiterado muchas veces: vamos a definir estos parámetros de 
reglamentación con un criterio muy flexible y proclive al estímulo a la producción. El caso de una 
economía familiar, de capacidad económica modesta, obviamente va a entrar dentro de la opción, pero 
los aportes van a estar relacionados con la superficie, que es el criterio que más conviene a la gente de 
capacidad tributaria más modesta. 


Ya que estamos en el tema de los impuestos al agro, quiero recordar que en el año 2006, de 
los U$S 120:000.000 que calculamos sin reforma, U$S 50:000.000 son municipales -la Contribución 
Inmobiliaria representa más de U$S 34:000.000 y el Impuesto a los Remates, U$S 15:800.000- por lo 
que quedan para la tributación nacional U$S 70:000.000. Creo que es un dato que debe tenerse en 
cuenta cuando se hacen los cálculos al respecto. 


Sobre la insistencia del señor Senador Alfie en algunos temas, reiteramos las respuestas que 
dimos. Por lo visto, las discrepancias son no sólo filosóficas, sino también de administración tributaria. 
Pero vamos a volver sobre dos puntos a ver si logramos hacernos entender o transmitir nuestro 
pensamiento. Uno de ellos es el de las AFAP y el otro es una profundización sobre la pregunta del 
señor Senador Abreu. 


SEÑOR EIBE.- El tema de las rentas obtenidas por los Fondos de Ahorro Previsional siempre ha 
generado algunas dificultades administrativas, pero son solucionables. ¿Cómo se administra una 
exoneración por destino? Aquí las soluciones van a ser diversas, dependiendo del tipo de activos en el 
que invierta el Fondo de Ahorro Previsional. Si se trata de un activo en el que está designado un 


agente de retención y es identificable el Fondo de Ahorro Previsional -caso típico de un depósito 
bancario- alcanza con que el fondo de ahorro previsional sea titular para que no opere la retención. 


Cuando se trata de títulos al portador o instrumentos análogos y se establece algún 
mecanismo de retención -que también puede suceder- la solución vendrá por el crédito fiscal: el 
designado responsable retendrá y la Administradora del Fondo de Ahorro Previsional solicitará un 
certificado de crédito por ese impuesto que no le corresponde pagar. Esto tiene ya soluciones 
difundidas. Se me ocurre ahora el ejemplo de los bienes que se destinan a los recintos aduaneros 
portuarios para ser utilizados allí; cuando esos bienes se trasladan al recinto aduanero, tienen incluido 
el Impuesto al Valor Agregado, y el adquirente, una vez que verifica el destino de esos bienes, solicita 
la devolución. Es decir que técnicamente es factible. Además, no son tantos sujetos, es decir, tampoco 
genera una gran distorsión en materia administrativa, cosa que a veces sucede con los mecanismos de 
exoneración por destino. 


Con respecto al punto que planteaba el señor Senador Abreu, agrego a la precisión que hacía 
el señor Ministro -en relación a que muchos de esos contribuyentes no van a ser contribuyentes del 
Impuesto a la Renta- que la propia ley prevé para las sociedades personales, es decir, para las 
sociedades comerciales que no son sociedades de capital, un nivel antes del cual no hay que hacer 
retenciones sobre la distribución de utilidades. O sea que la distribución de utilidades en sociedades 
personales va a operar cuando éstas tengan determinado porte. El nivel lo va a fijar el Poder Ejecutivo 
en función de la atribución que le otorga la ley. 


SEÑOR ABREU.- Ahí está la discrepancia. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera solicitar a los miembros de la Comisión que evitaran los dialogados. 
SEÑOR ABREU.- Tiene razón, señor Presidente. Pido disculpas. 


SEÑOR EIBE.- Obviamente, eso se encuadra dentro de un concepto más general respecto al cual ya 
se han expuesto distintos puntos de vista; pero quisiera hacer énfasis en que no alcanza con que se 
sea contribuyente del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas para que la distribución de 
utilidades quede gravada. Si se trata de una sociedad comercial, tiene que tener cierto porte 
económico, porque las pequeñas sociedades comerciales, aun cuando sean contribuyentes del IRAE, 
no van a tener que hacer rendición y sus socios no van a tener que tributar la distribución. 


Me acota el señor Ministro algo que también hay que dejar claro y es que hay un enfoque 
diferencial -que entendemos que es correcto- con relación a los dividendos con respecto a las 
utilidades. Es decir, los dividendos, que son las utilidades distribuidas por las sociedades de capital, en 
todos los casos están gravados, siempre que correspondan a rentas gravadas. En cambio, las 
distribuciones de utilidades, reconociendo una situación social muy difundida, en donde hay una 
cantidad de empresas familiares que operan bajo la forma de sociedades comerciales, sólo van a estar 
gravadas para empresas que tengan cierto porte económico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie opina lo contrario, creo que la Comisión ha cumplido con su 
cometido: se han planteado distintas preguntas y se ha dado respuesta a éstas. Por lo tanto, si 
estamos de acuerdo, daríamos por finalizada esta sesión, agradeciendo al equipo económico su 
presencia en esta reunión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 7 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


